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La presente investigación busca convertirse en un análisis del fenómeno de la 
prestación de servicios profesionales en instituciones públicas, verbigracia: 
Alcaldía de Pereira, entidad descentralizada territorialmente que ostenta gran 
cantidad de funcionarios por la basta oferta laboral que presenta el Estado 
colombiano como máximo empleador, tales como funcionarios de planta, 
trabajadores oficiales o servidores públicos, quienes tienen una carga laboral 
amplia determinada en su manual de funciones. Es así, pues, como se 
pretende estudiar el impacto de la contratación directa para la prestación de 
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servicios personales en estas entidades públicas, así como su impacto en la 
reducción de cargas laborales de las mismas para sus funcionarios de planta 
en aras de la distribución objetiva del trabajo, y de determinar si este modelo 
de vinculación laboral de las entidades permite eficiencia en el desarrollo y 
ejecución de actividades, o si son este tipo de relaciones las que eternizan su 
actuar. 
 
Es de recalcar que este tipo de contratación es la más frecuente al interior de 
la administración pública, encaminada a efectuar el principio de economía, 
ahorro y eficiencia del erario, sin embargo cabe vislumbrar una problemática 
sujeta de suyo a esta modalidad de contratación, pues si bien esta genera un 
ahorro a mediano o corto plazo para el gasto, es a futuro donde se evidencia 
un detrimento patrimonial, pues consuetudinariamente se ha empleado de 
manera errónea la figura de este tipo de contratación, lo que conlleva a 
demandas ante la jurisdicción de lo contencioso por la aplicación del principio 
laboral del contrato realidad. 
 
No se trata, entonces, de que esta investigación sea un soporte o instrumento 
que permita hacer hincapié o exhorte a la administración a usar este tipo de 
contratación, sino más bien a que emplee la figura del contrato laboral en sí 
mismo, en aras de que se entienda que el primer modelo debe ser usado de 
manera coyuntural puesto que, de otro modo, generaría un gasto absurdo a la 
administración al contratar por prestación de servicios a una persona que, por 
alivianar cargas laborales, no prestaría un servicio efectivo, sino que a su vez 
obstruiría o enzarzaría el ejercicio óptimo de las labores. 
 
1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
El Estado social de derecho, implícito en la Constitución de Colombia de 1991, 
genera una dinámica diferente para el funcionamiento de la estructura de 
gobierno, donde todos son intervinientes y partícipes de la construcción de 
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nuevas realidades sociales. Bajo este concepto, en la búsqueda de garantizar 
a los asociados condiciones de vida digna, se justifica que todo particular 
pueda hacerse cargo de algunas actividades que antes solo desempeñaba el 
Estado a través de sus agentes, y es así como nace la contratación estatal de 
prestación de servicios personales.  
 
Sin embargo, el modelo se ha desdibujado, a tal punto que ha sido el conducto 
para legalizar actos de corrupción, dilapidación de los recursos públicos, 
nóminas paralelas, reparto y cumplimiento de cuotas burocráticas con 
recursos destinados a la inversión social, que solo dejan en una posición de 
inferioridad de oportunidades y beneficios a quienes ejecutan actividades a 
cargo del sector público en calidad de contratistas.  
 
Por otra parte, con la contratación de prestación de servicios se ha permitido 
la disminución de las plantas de personal a cargo del Estado, y por ende el 
cumplimiento de las responsabilidades de los gobiernos ha quedado insoluto, 
mientras que la calidad de servidor público ha perdido vigencia. 
 
Teniendo en cuenta que el derecho al trabajo no está considerado como un 
derecho de aplicación inmediata, en razón a que el artículo 85 de la 
Constitución de 1991 no lo tiene catalogado como tal, y el estatuto del trabajo 
no ha sido expedido por el Congreso de la República, ahora la figura de la 
contratación es más representativa en las entidades del Estado que la misma 
vinculación legal y reglamentaria, o el contrato laboral para los trabajadores 
oficiales. 
 
Con el desarrollo del presente trabajo se pretende evidenciar cómo en el 
Municipio de Pereira se ha materializado la existencia de una nómina paralela 
para el cumplimiento de las competencias a cargo del ente territorial 
dispuestas en la Constitución Política, las Leyes, el reglamento, y en especial 
las Leyes 136 de 1994 y 1551 de 2012. Del mismo modo, se pretende 
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evidenciar cómo en la trayectoria de los años se ha venido desvirtuando no 
solo el derecho a la igualdad de oportunidades para las personas para acceder 
a los empleos y el desempeño de funciones públicas para hacer parte del 
gobierno, sino que se precariza la forma de vinculación de los particulares al 
servicio público. 
 
Por otra parte, la contratación estatal de prestación servicios personales trae 
graves afectaciones en la prestación del servicio de las entidades 
gubernamentales, toda vez que no permiten la continuidad de los procesos y 
funciones del Municipio, circunstancias que, siendo evidenciadas por los 
abogados, estudiantes de maestría en derecho administrativo, sirven de 
argumento para demostrar la realidad actual que no solo precariza la 
formalización laboral, sino que agrede la fines esenciales del Estado social de 
derecho.  
 
Es así que se plantea la siguiente pregunta de investigación:  
 
¿Cuáles son los efectos de la contratación por prestación de servicios 
personales en el cumplimiento de las competencias del municipio de 
Pereira durante el periodo 2014-2/2016-1? 
 
2. JUSTIFICACIÓN  
 
Teniendo en cuenta los fenómenos que se presenta en la administración 
publica referente a la contratación de los servidores públicos y La presente 
investigación se enfocará en estudiar los efectos de la contratación por 
prestación de servicios personales, en el cumplimiento de las competencias 
del municipio de Pereira durante el periodo 2014-2/2016-1. Así, el presente 




De igual manera se pretendió identificar si la planta de personal del Municipio 
de Pereira es suficiente para el cumplimiento de las funciones y competencias 
que le asigna la ley o si por el contrario es una estrategia de la administración 
 
La contratación por prestación de servicios en el Municipio de Pereira incide o 
afecta la prestación de los servicios a cargo de la entidad, o el cumplimiento 
de sus competencias constitucionales, legales o reglamentarias. 
 
Analizar los fundamentos jurídicos que respaldan la contratación de prestación 
de servicios personales, profesionales o de apoyo a la gestión en el Municipio 
de Pereira, y su coherencia con otras normas. 
 
Para el presente ejercicio académico se reconoce que el deber ser de la 
administración municipal es contar con una planta de personal suficiente para 
garantizar la efectiva prestación de los servicios a su cargo, sin que haya 
interrupción en los mismos y sin generar responsabilidades por daño 
antijurídico por sus acciones, omisiones o extralimitaciones. 
 
En este entendido se referencian tres periodos comprendidos entre 2014 y 
2016, en los cuales se presumen alteraciones en la contratación de prestación 
de servicios personales; inicialmente en vigencia de un periodo de gobierno 
sin mayores novedades (2014), la vigencia de su terminación en pleno apogeo 
de proceso electoral (2015), y el primer periodo de gobierno del ejecutivo 
electo cuya premisa fue el cambio (2016) 
 
Este tipo de investigaciones representa una contribución a la sociedad, pues 
con su desarrollo se puede evidenciar la utilidad, vigencia y necesidad de 
evidenciar los sistemas de contratación que se está implementando desde la 
administración pública, así mismo resaltar la importancia de este tipo de 






3.1. OBJETIVO GENERAL  
 
Establecer los efectos de la contratación por prestación de servicios 
personales en el cumplimiento de las competencias del municipio de Pereira 
durante el periodo 2014-2/2016-1.  
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
a) Identificar si la planta de personal del Municipio de Pereira es suficiente 
para el cumplimiento de sus funciones y competencias. 
 
b) Determinar si la contratación por prestación de servicios en el Municipio de 
Pereira incide o afecta la prestación de los servicios a cargo de la entidad, 
o el cumplimiento de sus competencias constitucionales, legales o 
reglamentarias. 
 
c) Analizar los fundamentos jurídicos que respaldan la contratación de 
prestación de servicios personales, profesionales o de apoyo a la gestión 
en el Municipio de Pereira, y su coherencia con otras normas. 
 
4. MARCOS DE REFERENCIA 
 
4.1.  MARCO TEÓRICO 
 
Es de vital importancia para la investigación abarcar teóricos y académicos 
que permitan generar un sustento argumentativo desde cada perspectiva 
iusfilosófica, en aras de que sea posible brindar algunas hipótesis que 
permitan establecer los impactos que se pretenden generar a futuro con el 




Es así que entre los principales soportes se tendrán a profesores como YÁÑEZ 
(2009), el cual se vincula dentro de la cadena de autores de manera temprana, 
toda vez que es el que otorga un concepto bastante explícito sobre lo que 
significa el humanismo jurídico, así:  
 
(…) hay que relacionar las tres grandes corrientes de pensamiento 
jurídico, a saber, el iusnaturalismo, el positivismo y el realismo, con el 
Humanismo, y la que más cercana estaría al mismo sería el 
iusnaturalismo. El Humanismo no puede renunciar a una concepción 
jurídica que central y esencial- mente se construya desde el hombre y 
para el hombre, y en tal propósito el enfoque iusnaturalista es el más 
revelador.  
 
El Humanismo no puede aproximarse a la corriente del positivismo 
jurídico (BENTHAM, KELSEN), puesto que en la misma los contenidos del 
Derecho no son sustanciales (p. 205). 
 
Una vez se encuentra esta concepción decantada, se permite el autor realizar 
una semejanza entre el iusnaturalismo como corriente filosófica, y el 
humanismo como un desprendimiento de esta corriente, de la siguiente 
manera:  
 
(…) El Derecho tiene que servir para que el comportamiento del 
hombre sea ético, virtuoso, humano. El Derecho sería un elemento 
moral y antropológico más que edifica y construye al hombre, que se 





Por lo tanto, se adiciona un nuevo componente para configurar la corriente 
humanista del derecho, y esta es la “Moral”, misma que ARISTÓTELES (1985) le 
haya dado cabida de la siguiente manera: 
 
(…) hábito o facilidad adquirida por la repetición de actos para elegir y 
ejecutar el bien honesto, consistente en el medio que se aparta de los 
extremos viciosos, siendo propio de la razón, informada y 
perfeccionada por la prudencia, conocer y fijar el medio en que 
consiste la virtud, sirviendo de principio y de norma general para 
reconocer y prefijar la naturaleza y condiciones de la acción 
moralmente buena o virtuosa (ZEFERINO, 2002, p. 28). 
 
Por lo tanto, las anteriores premisas permitirían inferir que en el humanismo 
se haya de manera intrínseca la característica “Moral”, la cual se encargará de 
efectivizar el buen derecho, actuando (en palabras de ARISTÓTELES, 1985) de 
manera honesta para tener una aceptación de virtuoso o moralmente bueno, 
frente a la sociedad. 
 
Es por lo anterior que la investigación centra especial atención en esta escuela 
filosófica, toda vez que la contratación que se viene dando en la modalidad de 
prestación de servicios, en las diferentes entidades estatales, como la Alcaldía 
de Pereira, afectan enormemente unos derechos sobre los funcionarios de 
planta que han obtenido su cargo mediante un contrato de trabajo, pero que al 
estar la modalidad de prestación de servicios, tan vigente y bastante llamativa 
para los funcionarios de turno, en razón a la facilidad en cuanto a trámites 
administrativos se refiere, también es la más usada en virtud a que en este 
tipo de contratación no existe obligación alguna de pagar ciertas prestaciones 
sociales al trabajador, y carece de tantas formalidades para que nazca a la 
vida esa voluntad jurídica de personas obligándose a contratar, para lo cual es 
menester traer a colación una definición que brinda la Corte Constitucional 




Como puede advertirse, el contrato de prestación de servicios es una 
modalidad de contrato estatal que se suscribe con personas naturales 
o jurídicas con el objeto de realizar actividades desarrolladas con la 
administración o funcionamiento de una entidad pública pero 
tratándose de personas naturales, sólo puede suscribirse en el evento 
que tales actividades no puedan ser cumplidas por los servidores 
públicos que laboran en esa entidad o en caso que para su 
cumplimiento se requieran conocimientos especializados con los que 
no cuentan tales servidores. Se trata de un acto reglado, cuya 
suscripción debe responder a la necesidad de la administración y a la 
imposibilidad de satisfacer esa necesidad con el personal que labora 
en la entidad pública respectiva pues si esto es posible o si en tal 
personal concurre la formación especializada que se requiere para 
atender tal necesidad, no hay lugar a su suscripción. Es claro, 
entonces, que el contrato de prestación de servicios es un contrato 
estatal que tiene como objeto una obligación de hacer, que se 
caracteriza por la autonomía e independencia del contratista, que tiene 
una vigencia temporal y que no genera prestaciones sociales por 
tratarse de un contrato estatal y no de una relación laboral (Sentencia 
C-094). 
 
En igual sentido, se pretende la utilización de trabajos realizados por HANS 
RUDOLF HORN (1977), el cual ha de brindar una concepción “mercantilista” 
sobre el humanismo en la época de la globalización, tema que podría crear un 
encasillamiento dentro de la investigación, pues generaría un desarrollo del 
ser humano como una mercancía, pero que se encuentra dentro de las 
discrepancias del humanismo jurídico y su verdadera efectivización. 
 
De otro lado se hará una breve revisión de NICOLÁS MAQUIAVELO (1531), 
HELMET COING (2007), HANZ RUDOLF HORN (2011), LUIS RECASENS SICHES 
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(1950), y de autores españoles como VÁZQUEZ DE LA MENCHACA (1569), 
FRANCISCO SUÁREZ, (1504), LUIS DE MOLINA (2011), GABRIEL VÁZQUEZ (1580), y 
otros como ROBERTO CAÑAS QUIRÓS (1549), CARLO GINZBURG (1986) y VÍCTOR 
TAU ARIZOÁTEGUI (1980), para que de esa forma puedan orientar la presente 
investigación y proponer una forma de interpretación a la aplicación directa de 
los contratos de prestación de servicios en entidades estatales, cuándo 
permanecen en labores, personal con unas características de menor derecho 
puesto que mantienen una relación laboral con las alcaldías –en el caso 
concreto– y sus labores internas, generando grados de discriminación en 
razón a la mano de obra prestada y las necesidades humanas que realzan la 
indispensabilidad de obtener un trabajo, entendido bajo el precepto 
constitucional como: “(…) un derecho y una obligación social y goza, en todas 
sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas” (Constitución Política de 
Colombia, art. 25). 
 
4.2.  MARCO JURÍDICO  
 
La relación al realizar un análisis jurídico a las normas que se describen líneas 
abajo, generó que se vislumbrara una serie de interrogantes que terminaron 
con la pregunta problema planteada, en razón a que desde la Constitución de 
Colombia se debería garantizar a los trabajadores por prestación de servicios 
(o contratistas) un mínimo de derechos y garantías constitucionales a las que 
deberían tener derecho, sin embargo, no se ha visto tal dignificación laboral. 
 
Es por lo anterior que desde pronunciamientos jurisprudenciales, y una 
interpretación armónica de la Constitución, se pretende generar una crítica 
estructurada mediante la escuela del iusnaturalismo humanista, para dignificar 
su esencia como ser humano, y a recibir un trato diferenciado dentro del 
ordenamiento jurídico, a fin de que no se vean conculcados unos derechos 
(que en principio son inherentes al ser humano por su mera esencia y 
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existencia), ello en virtud a la relación que se genera de la interpretación 
armónica que se realice desde la Constitución con las demás normas 
descendentes (en el orden jerárquico), y la interpretación judicial auténtica que 
genere la Corte Constitucional sobre la Carta Política, además se tendrá de 
presente la interpretación judicial emitida por el Consejo de Estado en lo que 
tiene que ver con el reconocimiento de derechos para los contratistas por el 
no pago de su seguridad social por parte de la entidad contratante, aunado a 
lo cual se debe realizar una acuciosa revisión normativa del marco jurídico 
aplicable en materia de prestación de servicios, ya que se ejecutan acciones 
tendientes a la asistencia de las labores que se realicen al interior de las 
entidades públicas ante la falta de personal que cumpla con aquellas. 
 
En senda relación se mencionará la normatividad que ha de ser objeto de 
análisis en el transcurso de la investigación, para optar, mediante una crítica 
jurídica, por desatar el presunto problema socio jurídico evidenciado al interior 
de la entidad, y cómo este podría ser mitigado. 
 
Cabe destacar que aquella normatividad debe ser estudiada e interpretada 
mediante la hermenéutica jurídica establecida por la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado en razón a que son estos órganos de cierre (en materia 
constitucional y contencioso administrativa) los que sientan precedentes en la 
materia, y de suyo establecen criterios de interpretación que deberían ser 
tenidos en cuenta al momento de elaborar, promover y suscribir contratos de 
índole prestación de servicios, valiéndose del Estatuto General de 
Contratación Estatal (1993) cuando no se puede suplir las labores 
encomendadas por los funcionarios de planta.  
 





a) Constitución Política de Colombia (1991): Preámbulo, arts. 1°, 2°, 4°, 
6°, 25, 53, 54, 55, 56 y 77. 
b) Ley 80 (1993), por cuanto es la ley que regula el marco de la 
contratación pública en Colombia, y a este respecto, la contratación 
directa en las entidades públicas 
c) Ley 136 (1994) por cuanto es la norma jurídica que estudia y estructura 
la organización de los municipios en Colombia.  
d) Ley 489 (1998), toda vez que es la norma que regula la 
descentralización administrativa en Colombia y estudia el 
funcionamiento de la administración pública en el país. 
e) Ley 1551 (2012) por cuanto es una norma reformatoria de la Ley 136 
(1994), actualizando la estructura de los municipios y su 
funcionamiento.  
f) Código Sustantivo del Trabajo Código Sustantivo del Trabajo, por 
cuanto es la norma que regula por regla general las relaciones laborales 
presentes en el país, además de los derechos mínimos laborales de los 
trabajadores en Colombia. 
g) Decreto Único 1072 (2015), pues es el compilado de las normas 
laborales por el Presidente de la República en aras de regular la 
aplicación de las mismas y su uniformidad de criterios. 
h) Decreto Único 1083 (2015), ya que es el decreto que regula y estructura 
la función pública en Colombia, estableciendo criterios operacionales y 
estructurales de la misma. 
i) Jurisprudencia internacional y nacional. 
j) Sentencia T-023 (Corte Constitucional, 1996). 
k) Sentencia T-007 (Corte Constitucional, 1997). 
l) Sentencia T-176 (Corte Constitucional, 1998). 
m) Sentencia T-527 (Corte Constitucional, 1997). 
n) Sentencia C-614 (Corte Constitucional, 2009). 
o) Sentencia T-903 (Corte Constitucional, 2010). 
p) Sentencia T-335 (Corte Constitucional, 2015). 
18 
 
q) Sentencia T-726 (Corte Constitucional, 2016). 
r) Sentencia T-392 (Corte Constitucional, 2017). 
s) Consejo de Estado (2017). Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de octubre 26. C.P.: 
Carmelo Perdomo Cueter. 
t) Consejo de Estado (2017). Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Segunda. Subsección A. Sentencia de agosto 24. Radicación 
número: 66001-23-33-000-2013-00155-01(1470-14). C.P.: William 
Hernández Gómez.  
u) Consejo de Estado (2017). Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de agosto 8. Radicación 
número: 66001-23-33-000-2014-00126-01(3287-17). C.P.: Sandra 
Lisset Ibarra Vélez.  
v) Manuales y reglamentos de Contratación. 
 
Se hace necesario, entonces, recalcar que, con el fin de analizar de manera 
más detallada los lineamentos jurídicos aquí mencionados, a partir del 
desarrollo del marco conceptual se emulará cada uno y la razón por la cual se 
hace fundamental incluirlo en esta investigación.  
 
4.3. MARCO CONCEPTUAL 
 
Para desarrollar la temática propuesta es necesario hacer una compilación 
sobre los principales conceptos que se tratarán a lo largo del escrito, con el fin 
que se pueda perfilar la corriente que tomará el mismo desde la órbita 
académica y profesional, a partir de las múltiples disciplinas que manejan los 





4.3.1. Derecho al trabajo  
 
La Constitución de Colombia (1991) desde su Preámbulo y artículos 1° y 2°, 
respecto de la circunscripción que le otorga tales artículos a la esencia del 
Estado constitucional, ha determinado que aquel se funda sobre el respeto de 
la dignidad humana y el trabajo. En este sentido, se puede esbozar el derecho 
al trabajo con el principio fundante de la dignidad humana, ya que se tiene 
dignidad en tanto se pueda trabajar y desarrollar la persona en el entorno que 
le rodea. 
 
Al respecto la Corte Constitucional (2014) ha definido el derecho al trabajo de 
la siguiente manera: 
 
La protección constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de la 
actividad productiva tanto del empresario como la del trabajador o del 
servidor público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a 
acceder a un empleo sino que, por el contrario, es más amplia e 
incluye, entre otras, la facultad subjetiva para trabajar en condiciones 
dignas, para ejercer una labor conforme a los principios mínimos que 
rigen las relaciones laborales y a obtener la contraprestación acorde 
con la cantidad y calidad de la labor desempeñada. Desde el 
Preámbulo de la Constitución, se enuncia como uno de los objetivos 
de la expedición de la Constitución de 1991, el asegurar a las personas 
la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz. Es decir, el trabajo es un principio 
fundante del Estado Social de Derecho. Es por ello que desde las 
primeras decisiones de la Corte Constitucional se ha considerado que 
“Cuando el Constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, 
económico y social justo e hizo del trabajo requisito indispensable del 
Estado, quiso significar con ello que la materia laboral, en sus diversas 
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manifestaciones, no puede estar ausente en la construcción de la 
nueva legalidad (Sentencia C-593).  
 
Lo anterior implica entonces que, dentro de la nueva concepción del Estado, 
como social de derecho, debe entenderse la consagración constitucional del 
trabajo no solo como factor básico de la organización social, sino como 
principio axiológico de la Carta.  
 
El artículo 25 de la Constitución Política (1991) dispone que: “El trabajo es un 
derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la 
especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas”.  
 
También varias de las disposiciones de la Constitución (1991) reflejan una 
protección reforzada al trabajo. Así, el artículo 26 regula, entre otros temas, la 
libertad de escogencia de la profesión u oficio productivo: 
 
(…) El artículo 39 autoriza expresamente a los trabajadores y a los 
empleadores a constituir sindicatos y asociaciones para defender sus 
intereses; el artículo 40, numeral 7º establece como un derecho 
ciudadano el de acceder a los cargos públicos; los artículos 48 y 49 de 
la Carta establecen los derechos a la seguridad social en pensiones y 
en salud, entre otros, de los trabajadores dependientes e 
independientes; el artículo 53 regula los principios mínimos 
fundamentales de la relación laboral; el artículo 54 establece la 
obligación del Estado de propiciar la ubicación laboral a las personas 
en edad de trabajar y de garantizar a las personas discapacitadas el 
derecho al trabajo acorde con sus condiciones de salud; los artículos 
55 y 56 consagran los derechos a la negociación colectiva y a la 
huelga; el artículo 60 otorga el derecho a los trabajadores de acceso 
privilegiado a la propiedad accionaria; el artículo 64 regula el deber del 
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Estado de promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra y 
la efectividad de varios derechos de los campesinos y los trabajadores 
agrarios; el artículo 77 que garantiza la estabilidad y los derechos de 
los trabajadores del sector de la televisión pública; los artículos 122 a 
125 señalan derechos y deberes de los trabajadores al servicio del 
Estado; el artículo 215 impone como límite a los poderes 
gubernamentales previstos en los “estados de excepción”, los 
derechos de los trabajadores, pues establece que “el Gobierno no 
podrá desmejorar los derechos sociales de los trabajadores mediante 
los decretos contemplados en este artículo”; el artículo 334 superior 
establece como uno de los fines de la intervención del Estado en la 
economía, el de “dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar 
que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan 
acceso efectivo a los bienes y servicios básicos” y el artículo 336 de la 
Constitución también señala como restricción al legislador en caso de 
consagración de monopolios, el respeto por los derechos adquiridos 
de los trabajadores (CORTE CONSTITUCIONAL, 2014). 
 
También, en la misma sentencia, manifestó sobre este derecho que poseía 
una tridimensionalidad, así: 
 
La jurisprudencia constitucional ha considerado que la naturaleza 
jurídica del trabajo cuenta con una triple dimensión. En palabras de la 
Corporación la “lectura del preámbulo y del artículo 1º superior 
muestra que el trabajo es valor fundante del Estado Social de Derecho, 
porque es concebido como una directriz que debe orientar tanto las 
políticas públicas de pleno empleo como las medidas legislativas para 
impulsar las condiciones dignas y justas en el ejercicio de la profesión 
u oficio. En segundo lugar, el trabajo es un principio rector del 
ordenamiento jurídico que informa la estructura Social de nuestro 
Estado y que, al mismo tiempo, limita la libertad de configuración 
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normativa del legislador porque impone un conjunto de reglas mínimas 
laborales que deben ser respetadas por la ley en todas las 
circunstancias (artículo 53 superior). Y, en tercer lugar, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta, el trabajo es un derecho y un 
deber social que goza, de una parte, de un núcleo de protección 
subjetiva e inmediata que le otorga carácter de fundamental y, de otra, 
de contenidos de desarrollo progresivo como derecho económico y 
social (CORTE CONSTITUCIONAL, 2014). 
 
También ha dicho la Corte Constitucional (2009), en otra providencia sobre 
este respecto: 
 
En diversas oportunidades la Corte Constitucional ha manifestado que 
el trabajo goza de amplia protección en la Constitución, pues define su 
naturaleza jurídica a partir de una triple dimensión: como valor 
fundante del Estado Social de Derecho, como principio rector del 
ordenamiento jurídico que informa la estructura Social del Estado y 
que, al mismo tiempo, limita la libertad de configuración normativa del 
legislador, y como un derecho y un deber social que goza, de una 
parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga 
carácter de fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo 
progresivo como derecho económico y social. La protección 
constitucional del trabajo, que involucra el ejercicio de la actividad 
productiva tanto del empresario como la del trabajador o del servidor 
público, no está circunscrita exclusivamente al derecho a acceder a un 
empleo o de exigirle al Estado el mínimo de condiciones materiales 
que se requieren para proveer su subsistencia en condiciones dignas, 
sino que, por el contrario, es más amplia e incluye, entre otras, la 
facultad subjetiva para trabajar en condiciones dignas, para ejercer 
una labor conforme a los principios mínimos que rigen las relaciones 
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laborales y a obtener la contraprestación acorde con la cantidad y 
calidad de la labor desempeñada (Sentencia C-614). 
 
Dicho esto, y en los términos de la Corte Constitucional como guardiana y 
suprema intérprete de la Carta Magna Nacional, se tiene que para este trabajo 
se entenderá derecho al trabajo como un principio, valor y derecho de las 
personas, en ejercicio de su dignidad humana, y como una actividad 
encaminada a preservar y enaltecer la misma. 
 
4.3.2. Derechos mínimos laborales 
 
Ha mencionado la Corte Constitucional (1995) frente a este concepto lo 
siguiente: 
 
El artículo 53 de la Carta Política consagra el principio fundamental de 
irrenunciabilidad de los beneficios mínimos establecidos en las normas 
laborales –entre ellos el salario–. El principio de irrenunciabilidad de 
los beneficios laborales se apoya en el mejoramiento constante de los 
niveles de vida y en la dignificación del trabajador. Las disposiciones 
legales que regulan el trabajo humano son de orden público. Los 
derechos y prerrogativas en ellas reconocidos se sustraen a la 
autonomía de la voluntad privada, por lo que no son disponibles salvo 
los casos exceptuados por la ley. La imposibilidad constitucional de 
modificar las condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador tiene 
sustento en el carácter esencial de estos beneficios para la 
conservación de la dignidad humana (Sentencia T-149). 
 
De tal suerte que, para este documento de investigación, se tendrá este 
concepto como las garantías mínimas irrenunciables y de protección 
constitucional total, que la Carta Magna misma protege y entiende como el 




4.3.3. Contrato de prestación de servicios 
 
Frente a esta modalidad de contrato ha dicho la Corte Constitucional (2009): 
 
“El contrato de prestación de servicios es un contrato estatal que 
celebran las entidades para desarrollar actividades relacionadas con 
su administración o funcionamiento, y sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse 
con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En 
ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones 
sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable 
(Sentencia C-614). 
 
Del mismo modo, en otra providencia, la Corte Constitucional (2010) dijo: 
 
El contrato de prestación de servicios regulado por el artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993 contiene características propias que lo diferencian de 
otro tipo de formas jurídicas en materia laboral: la prestación de 
servicios versa sobre una obligación de hacer en la cual la autonomía 
e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y 
científico, constituye el elemento esencial de este contrato; la vigencia 
del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por 
tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual 
convenido. Por consiguiente, cuando se ejecutan este tipo de 
contratos no es admisible exigir el pago de prestaciones sociales 
propias de la regulación prescrita en el Código Sustantivo del Trabajo 
o en las disposiciones que regulan el derecho de la función pública. 
Finalmente, la jurisprudencia constitucional es clara cuando afirma que 
bajo esta modalidad contractual también es viable aplicar la teoría del 
contrato realidad, según la cual, si se reúnen los tres requisitos 
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enunciados en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, prima 
la situación objetiva sobre la forma jurídica que las partes hayan 
adoptado para regir determinada situación. Esta teoría tiene dos 
ámbitos de aplicación: cuando se trata de trabajadores vinculados con 
particulares o con el Estado. Una consideración adicional que esta 
Sala debe reafirmar con respecto al tipo de vinculación del actor y la 
Institución Educativa los Fundadores, es que las funciones que 
desempeñó en la Institución no correspondían a las características del 
contrato de prestación de servicios del artículo 32 Ley 80 de 1993 
(Sentencia T-903). 
 
Se afirmará entonces, en el desarrollo de este trabajo, que el contrato de 
prestación de servicios es un contrato para el desarrollo de una actividad 
específica, por un tiempo limitado, y en que no confluyen los requisitos de un 
contrato laboral, por cuanto, de concurrir, en virtud a lo establecido por la 
Corte, se convertiría en contrato laboral de suyo, en cumplimiento de la 
primacía de la realidad. 
 
4.3.4. Contrato laboral 
 
Ha dicho la Corte Constitucional (2007) sobre este concepto: 
 
El contrato laboral ha sido definido por el Código Sustantivo del 
Trabajo como aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar 
un servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la 
continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante 
remuneración. A su vez, el artículo 23 del Código Sustantivo del 
Trabajo determina que la relación laboral consta de tres elementos 
determinantes para que ésta exista (relación personal, subordinación 
o dependencia continuada y salario) y advierte que la relación laboral 




Así mismo, en otra providencia la Corte Constitucional (2009) ha dicho frente 
a este tipo de contrato: 
 
El contrato laboral está definido como aquel por el cual una persona 
natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona natural 
o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la 
segunda y mediante remuneración. El contrato de trabajo tiene tres 
elementos que lo identifican: i) la prestación de servicios u oficios de 
manera personal, ii) la subordinación o dependencia del trabajador 
respecto del empleador y, iii) la contraprestación a los dos anteriores 
que se denomina salario (Sentencia C-614). 
 
En virtud de lo expuesto, para este trabajo de investigación se tendrá que un 
contrato laboral es el contrato de trabajo por excelencia, en virtud del cual una 
persona es remunerada por la prestación de servicios personales, bajo un 
estado de subordinación y en el que debe existir una prestación personal del 
servicio. 
 
4.3.5. Primacía de la realidad 
 
También ha sido llamada esta figura como contrato realidad. Ha dicho la Corte 
Constitucional (2007): 
 
Tanto la ley como la jurisprudencia han establecido la presunción de 
existencia de una relación laboral al margen del nombre asignado al 
contrato, lo que ha sido denominado como contrato realidad, es decir 
aquél que, teniendo apariencia distinta, encierra por sus contenidos 
materiales una verdadera relación laboral en donde se establece el 




También, en otra sentencia ya citada ha dicho la Corte Constitucional (2009): 
 
En razón de las diferencias en las modalidades de los contratos de 
prestación de servicios y el laboral, la jurisprudencia nacional ha sido 
enfática en sostener que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
53 de la Carta, debe aplicarse el principio de primacía de la realidad 
sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales tanto en las relaciones entre particulares como en las que 
celebra el Estado (Sentencia C-614). 
 
Es así, pues, como se tiene que la primacía de la realidad sucede cuando se 
está enfrente de un contrato de prestación de servicios que cumple con los 
requisitos de ser un contrato laboral, tales como: subordinación, remuneración, 
y prestación personal y continua del servicio. 
 
4.4.  ESTADO DEL ARTE  
 
Los antecedentes de esta investigación jurídica están ubicados en libros, 
jurisprudencia y artículos científicos publicados por revistas indexadas a lo 
largo del mundo. 
 
Es así como con base en lo anteriormente dicho, se desarrollarán a 
continuación estos antecedentes. 
 
Las entidades del Estado, en virtud de la Ley 617 de 2001, debieron disminuir 
sus gastos de funcionamiento y por ende reducir las plantas de personal de 
servidores públicos, materializando muchas de sus funciones en actividades 
ejecutadas mediante contratos de prestación de servicios profesionales de 
apoyo a la gestión, pagos con cargo a los recursos de inversión, desvirtuando 
los principios de la función administrativa, afectando la prestación del servicio 
al interrumpir la continuidad de los procesos, desestimando el artículo 122 de 
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la Constitución Política (1990). El Municipio de Pereira no ha sido ajeno a esta 
situación, a tal punto que es mayor la planta de personal tercerizado que el 
personal directamente vinculado. 
 
Los antecedentes que presenta esta investigación se encuentran plasmados 
en la literatura del derecho y en la elaboración teórico-práctica de los 
estudiosos de esta ciencia, además de los trabajos de investigación 
desarrollados por los mismos y por los estudiantes de derecho a nivel de 
pregrado, y profesionales a nivel de especialización, maestría y doctorado. 
 
Así pues, para empezar a tratar la literatura científica de la materia, se 
trabajará el texto de VALDERRAMA (2004), quien expone de manera cronológica 
y con un análisis histórico, conciso e importante, el desarrollo, evolución y 
reconocimiento estatal de la figura del sindicalismo, aportando a este 
documento por cuanto es por dicha figura que el objeto del mismo se crea, 
desarrolla y evoluciona.  
 
También se debe estudiar el texto de DE LA CUEVA (2010), donde analiza el 
desarrollo y consecución de garantías mínimas laborales a lo largo de las 
décadas por trabajadores, estudiándolo más como una evolución y lucha, que 
como un regalo de sus empleadores o el Estado; fue importante para el 
desarrollo de la investigación, por cuanto expone el trabajo desde sus bases 
teóricas, sociales e históricas.  
 
Aunado a estos documentos se estudiarán los Lineamientos generales sobre 
la naturaleza social e histórica del derecho del trabajo ESCAMILLA H. (2010), 
quien a lo largo del texto analiza desde su principialística el derecho al trabajo 
en aras de determinar teleológicamente su existencia. Además, el texto 
llamado Derecho Laboral de OBANDO (2016) que expone, al igual que el libro 
anterior, el objeto del trabajo desde la principialística del derecho laboral en 
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aras de determinar desde la base y las bases del derecho laboral la situación 
de empleabilidad en el sector público colombiano. 
 
Del mismo modo, se tiene el libro titulado Contrato individual de trabajo, escrito 
por BECERRA T. (1983), en el cual se estudia el contrato de trabajo en general, 
partiendo de su historia y evolución, convirtiéndose en vital para la 
investigación. Al igual que el anterior, se encuentra el texto llamado Régimen 
jurídico de los empleados oficiales, escrito por BUITRAGO (2000), en donde se 
estudia el régimen prestacional y de seguridad social de los trabajadores del 
sector público. 
 
De ese mismo modo, se analizará el texto de GUERRERO F. (2008), en el cual 
estudia rasgos históricos y sociales del derecho laboral, además de una 
evolución del mismo y sus elementos estructurales.  
 
Por último, pero del mismo autor referenciado (GUERRERO F., 2015), se tiene 
el texto Manual del derecho del trabajo, en el cual estudia el derecho al trabajo 
en Colombia desde sus generalidades, y en especial de las modalidades de 
contratación y demás figuras de aplicación en la presente investigación. 
 
5. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
5.1. TIPO DE ESTUDIO  
 
Socio jurídico, con una orientación cualitativa: es socio jurídico en razón a que 
se experimentan e investigan las realidades sociales que implica tener un 
contrato de prestación de servicios ante las entidades públicas, y la poca 
garantía jurídica que se le ha otorgado a tales contratistas, investigación que 
tiene como objetivo indagar la incidencia y los valores en que se manifiesta 
una o más variables. Se describen los resultados de evaluación de algunas 
variables, con el fin de caracterizar una problemática que se presenta en un 
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lugar definido, en un tiempo determinado; estas variables no se ven sometidas 
a manipulación alguna. La metodología es fundamentalmente descriptiva, 
aunque puede valerse de algunos elementos cuantitativos y otros. Determinar 
cuáles son los efectos de la contratación por prestación de servicios 
personales en el cumplimiento de las competencias en el municipio de Pereira 
durante el periodo 2014-2 y 2016-1. 
 
Método de investigación. Se utilizará el método de investigación descriptivo-
analítico.  
 
5.2. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN  
 
a) Fuentes de información.  
 
En relación con las fuentes y técnicas de recolección de la información se tiene 
lo siguiente:  
  
 Fuentes primarias. Datos obtenidos de la oficina jurídica de la entidad, 
norma jurídica y jurisprudencia.  
 
 Fuentes secundarias: bibliografía relacionada.  
 
 Revisión bibliográfica. A través de fichas de revisión de la doctrina 
relacionada con el tema.  
 
 Revisión de fuente primaria. Ficha de tabulación de información.  
 
 Revisión jurisprudencial. Fichas de revisión jurisprudencial.  
 




 Análisis de fuente bibliográfica y jurisprudencial.  
 
 Revisión de datos expedidos por la Oficina Jurídica de la Alcaldía del 
municipio de Pereira.  
6. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
6.1. SUFICIENCIA DE LA PLANTA DE PERSONAL DEL MUNICIPIO DE PEREIRA, 
RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES Y COMPETENCIAS 
 
Pereira, establecido como municipio legalmente organizado desde 1863, tenía 
el deber de representar el poder ejecutivo a nivel local y cumplir con las 
competencias dictadas por la Ley 4ª de 1913, para posteriormente asumir el 
Código del Régimen de Municipal (1986), emanado del Decreto 1333, mismo 
que en su artículo 12 indica:  
 
La atención de las funciones, la prestación de los servicios y la 
ejecución de las obras a cargo de los Municipios se hará directamente 
por éstos, a través de sus oficinas y dependencias centrales o de sus 
entidades descentralizadas, o por otras personas en razón de los 
contratos y asociaciones que para el efecto se celebren o constituyan. 
 
De lo anteriormente expuesto es de donde deriva que las instancias 
gubernamentales deberán contar con un aparato burocrático que satisfaga el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, y garantice el funcionamiento 
ininterrumpido de la administración municipal, organizando su estructura 
administrativa compuestas por los organismos descentralizados e instancias 
internas que atienden los asuntos misionales y de apoyo, acogiéndose a los 
preceptos de autonomía administrativa, descentralización, delegación y 
desconcentración, al mismo tiempo que se permite la elección popular de 
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Alcaldes, acción que anteriormente estaba limitada a la discrecionalidad del 
ejecutivo departamental. 
 
El poder ejecutivo local o municipal, preexistente desde la Constitución 
Nacional de 1886, adquiere un mayor protagonismo tras la expedición de la 
Constitución de Colombia de 1991, misma que reconoce los municipios como 
la entidad fundamental de la división político administrativa del Estado, 
argumento que, ligado a la consolidación del Estado social de derecho y la 
administración de recursos propios, permite el reconocimiento de la figura de 
Administración Municipal. 
 
Es así como se vigoriza el gobierno municipal y se atribuyen facultades a los 
alcaldes y autoridades locales para que se materialice el régimen municipal, 
mismo que se refiere específicamente en los artículos 311 y siguientes de la 
Carta Constitucional de Colombia (1991), más adelante especificadas con la 
expedición de la Ley 136 de 1994 (posteriormente modificada por la Ley 1551 
de 2012). 
 
Reconociendo entonces la existencia de una entidad denominada alcaldía, 
como representante de la municipalidad, dotada de una estructura 
administrativa para el cumplimiento de sus funciones, los municipios integran 
sus entidades de diferente naturaleza: sector central y entidades u organismos 
descentralizados (establecimientos públicos, empresas sociales del Estado y 
sociedades públicas). 
 
La figura del alcalde del municipio de Pereira, en lo que respecta a su 
vinculación, funciones y competencias, de conformidad con la Constitución de 
Colombia (1991) en su artículo 315 establece qué atribuciones adquiere el 
cargo de alcalde de un municipio, las cuales están dirigidas al cumplimiento 
de la Carta Política, los decretos, leyes y demás normativa, conservación del 
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orden público, asegurarse del cumplimiento de las funciones y prestaciones 
del servicio, la supresión o fusión de entidades, presentación de planes de 
desarrollo, y lo relevante para este documento recae en la función de creación, 
supresión y fusión de empleos, y el numeral 7 del artículo 315 establece que 
tiene la facultad y función de “Crear, suprimir o fusionar los empleos de sus 
dependencias, señalarles funciones especiales y fijar sus emolumentos con 
arreglo a los acuerdos correspondientes”. 
 
Así las cosas, el Alcalde, con autorización constitucional, cuenta con 
autonomía para la expedición de decretos que como jefe o suprema autoridad 
administrativa municipal no necesitan autorización por parte del Concejo 
Municipal, como lo determina la Corte Constitucional (2008):  
 
A los Concejos municipales, les corresponde determinar la estructura 
de la administración municipal y las funciones de sus dependencias, 
mientras que los alcaldes están facultados para crear, suprimir y 
fusionar empleos y señalar sus funciones especiales (Sentencia T-
1276). 
 
Las funciones y competencias de las instancias de la administración obedecen 
a una distribución jerarquizada u organizada de empleos, a los cuales se les 
asignarán funciones, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 
constitucionales 123, 124, 125 y 122. En este orden, esto es, definido la 
estructura administrativa (distribución de las dependencias), se establece la 
planta de cargos, misma que será distribuida por niveles jerárquicos, conforme 
al Decreto Nacional 785 de 2005, reglamentarios de la Ley 909 de 2004 
(directivo, asesor, profesional, técnico o asistencial). 
 
A discrecionalidad del nominador según las necesidades propias de la 
organización, y conforme a estudios técnicos de cargas de trabajo, se crean o 
suprimen los empleos (Constitución Política de Colombia, 1991, art. 315, num. 
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7) debidamente viabilizados financieramente en el presupuesto municipal, se 
asignan funciones a dichos empleos para su posterior provisión con los 
servidores públicos idóneos (que cumplan requisitos académicos y de 
experiencia necesarios), atendiendo las normas de la carrera administrativa 
para el caso de los empleos públicos, o la discrecionalidad para el caso de los 
empleos de libre nombramiento y remoción, y los trabajadores oficiales 
(Constitución Política de Colombia, 1991, art. 123). 
 
Para el caso concreto, se habla del sector central del Municipio de Pereira, 
representado por el ordenador del gasto, en este caso, la persona que funja 
como ALCALDE MUNICIPAL, y se hace un recorrido histórico de la estructura 
administrativa de nuestra localidad, así como las modificaciones a la planta de 
personal desde 2001, cuando se expidió la Ley 617 de 2001, reconocida como 
Ley de Ajuste Fiscal, con la cual se conminó a todas las entidades territoriales 
a reducir paulatinamente los gastos de funcionamiento hasta llegar a un 65% 
de los mismos. 
 
Es importante advertir que, a nivel de todo el país, la expedición de dicha 
norma detonó procesos de reestructuración en las entidades del Estado, que 
fueron interpretadas por los gobernantes de turno como supresión de empleos, 
y para los servidores públicos como “masacre laboral”. Fue en ese entonces 
cuando el sector central de la administración municipal de Pereira pasó de 
contar con 574 empleos (Decreto Municipal 4008 de 2000) al inicio de 2001, a 
365 (Decreto Municipal 1110 de 2001) al fin de la misma vigencia, es decir, 
una reducción del 36.4% del número de empleos. 
 
En 2002, mediante Resolución 2494, el Ministerio de Educación Nacional, en 
cumplimiento al artículo 20 de la Ley 715 de 2001, otorgó al Municipio de 
Pereira certificación en materia educativa, asumiendo el compromiso de 
acoger y responsabilizarse de la planta de personal docente y directivo 
docente, conformado por 3.429 plazas y 272 empleos administrativos que 
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hasta 2005 pasarían a convertirse en 277, cuyo financiamiento corresponde al 
Ministerio de Educación con recursos del Sistema General de Participaciones. 
 
En 2006, en el gobierno del entonces alcalde Juan Manuel Arango, se 
evidenció que la planta de personal de empleados del sector central del 
Municipio era insuficiente, razón por la cual se produjo un nuevo proceso de 
reforma administrativa, ampliando la planta de personal financiada con 
recursos propios a 404 empleos (Decreto Municipal 807 de 2006). 
 
En esa misma vigencia la planta de personal del municipio de Pereira pasó de 
ser estructural, es decir, con determinación concreta de la adscripción de los 
cargos a cada una de las dependencias, a ser planta global, donde todos los 
empleos de los niveles profesional, técnico y asistencial, a excepción de los 
empleos adscritos al despacho del Alcalde, los de nivel directivo y asesor, y 
los profesionales especializados, hacían parte de un mismo paquete y podrían 
ser movilizados por necesidad del servicio bajo el principio de flexibilización de 
planta, conforme a las tareas de las dependencias y los perfiles ocupacionales 
de las personas que los desempeñarán.  
 
Al final de esa vigencia la estructura administrativa del Municipio de Pereira 












Tabla 1. Estructura Administrativa del nivel central en el 
municipio de Pereira 
 
Fuente: Datos suministrados por la Administración Municipal de Pereira 
(transcripción del Artículo 14 del Decreto Municipal 561 de 2006). 
 
Para el caso en particular, teniendo en cuenta que el concepto de función está 
ligado específicamente a los servidores públicos, vinculados mediante una 
relación legal y reglamentaria, mejor conocidos como funcionarios y 
empleados públicos, ligados a desarrollar empleos y cargos públicos, este 
análisis no contemplará la planta de personal de trabajadores oficiales del 
municipio de Pereira, ya que ellos ejecutan labores (y no funciones) de 
construcción y mantenimiento de obras públicas. Tampoco se tendrá en 
cuenta los miembros de las corporaciones públicas por no corresponder al 
sector central, ni el personal docente, derivado que su carga funcional dista de 
lo reglamentado para quienes desempeñan funciones directivas, asesoras, 
profesionales, técnicas o asistenciales en la administración pública. 
 
1.1 Despacho del alcalde
1.1.1 Asesoría Privada
1.1.2 Asesoría de Control Interno
1.1.3 Oficina asesora de Comunicaciones
1.2 Secretaria de Planeación
1.3 Secretaria de educación.
1.4 Secretaria de Salud y Seguridad Social 
1.5 Secretaria Gobierno
1.6 Secretaria de Desarrollo Rural
1.7 Secretaria de Infraestructura
1.8 Secretaria de Desarrollo Social y Político
1.9 Secretaria de Recreación y Deportes
1.10 Secretaria de Hacienda y Finanzas Publicas
1.11 Secretaria de Desarrollo Administrativo
1.12 Secretaria Jurídica
1.13 Secretaria de Gestión Inmobiliaria 
La estructura Administrativa del nivel central, Art. 14 
Decreto Municipal 561 del 26 de Septiembre de 2006 
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Del mismo modo, la planta de personal del municipio de Pereira se componía 
de 404 empleos, distribuidos en 16 adscritos al despacho del ejecutivo, y 388 
en la planta global, como lo indica el Decreto Municipal 563 de 2006. 
 
En virtud al proceso de reforma administrativa de 2006, el municipio de Pereira 
adopta la delegación de la contratación de prestación de servicios en cada uno 
de los directivos de las diferentes dependencias, restringiendo a la Secretaría 
Jurídica y su dirección de asuntos contractuales solo el establecimiento de las 
directrices en materia contractual, más la responsabilidad quedó a cargo de 
cada líder de despacho. 
 
Tras la expedición de la Ley 617 de 2001 la administración pública, a fin de 
resolver su creciente demanda de servicios, y contando con la potestad 
administrativa, constitucional y legalmente atribuida, ante la improcedencia 
fiscal de generar más cargas al presupuesto de gastos de funcionamiento 
financiados con recursos propios, acude a la figura de la contratación de 
prestación de servicios, a cuyo desarrollo normativo se acoge el siguiente 
acápite. 
 
Para el presente ejercicio académico se reconoce que el deber ser de la 
administración municipal es contar con una planta de personal suficiente para 
garantizar la efectiva prestación de los servicios a su cargo, sin que haya 
interrupción en los mismos y sin generar responsabilidades por daño 
antijurídico por sus acciones, omisiones o extralimitaciones. 
 
Es así como, en el ejercicio investigativo presente, se determina como 
referencia el periodo comprendido entre 2014 y 2016 para identificar los 
cambios presentes en la contratación por prestación de servicios personales 
en tres momentos resaltados en el municipio: inicialmente en vigencia de un 
periodo de gobierno sin mayores novedades (2014), la vigencia de su 
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terminación en pleno apogeo de proceso electoral (2015), y el primer periodo 
de gobierno del ejecutivo electo cuya premisa es el cambio (2016). 
 
La siguiente es la relación cuantitativa entre los empleados de planta de la 
administración municipal, y los contratos celebrados para la prestación de 
servicios (profesionales o de apoyo a la gestión): 
 
Tabla 2. Relación de la Contratación en la Alcaldía de Pereira 
clasificada por año, tipo de contrato y dependencia, según el artículo 
14 del Decreto 561 de 2005 
 
 





Nro Dep Nombre Dependencia Planta Contratistas Planta Contratistas Planta Contratistas
1.1. Despacho del Alcalde
1.1.1. Asesoría Privada
1.1.2. Asesoría de Control Interno 29 25 10
1.1.3. Oficina Asesora de Comunicaciones 134 129 90
SubTotal 19 187 21 177 19 118
1.2. Secretaría de Planeación 229 266 222
1.3. Secretaría de Educación 77 69 437
Secretaría de Educación SGP (277) 700 700 700
1.4. Secretaría de Salud y Seguridad Social 153 291 212
1.5. Secretaría de Gobierno 442 454 364
1.6. Secretaría de Desarrollo Rural 218 189 110
1.7. Secretaría de Infraestructura 307 508 85
1.8. Secretaría de Desarrollo Social y Político 585 556 297
1.9. Secretaría de Recreación y Deportes 268 246 131
1.10. Secretaría de Hacienda y Finanzas Públicas 385 292 135
1.11. Secretaría de Desarrollo Administrativo 138 190 113
1.12. Secretaría Jurídica 69 118 49
1.13. Secretaría de Gestión Inmobiliaria 57 92 40
665 3.628 665 3.971 665 2.895
684 3.815 686 4.148 684 3.013
Division administrativa según el Artículo 14 Decreto 
Municipal 561 de 25-09-2005













Figura 1. Relación de contratos laborales y contratos de prestación de 
servicios profesionales del municipio de Pereira 2014-2016 
 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Tanto en el cuadro como en la figura anterior se asume la cantidad promedio 
de contratos de prestación de servicios suscritos para el servicio educativo 
(tesorer@s, secretari@s, auxiliares, aseador@s, vigilantes, granjeros, etc.), 
toda vez que mediante Derechos de Petición con radicados 39310 de agosto 
29 de 2016 y 47669 de septiembre 9 de 2018, se hicieron las solicitudes que 
no fueron satisfechas por la administración con el contenido solicitado.  
 
Es evidente, entonces, reconocer que el municipio de Pereira siempre ha 
contado con una nómina paralela de contratistas al servicio del Estado que 
fungen actividades y funciones propias de las dependencias y empleos 
públicos en una relación del 558.18% para 2014, 604.66% para 2015, y 
423.24% para 2016, lo que denota que la planta de personal viabilizada y 
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pagada con recursos propios es insuficiente para el cubrimiento de las 
competencias de la administración, y se desdibuja la hegemonía de la 
administración municipal, la continuidad en el servicio y la responsabi lidad del 
Estado al encargar misiones institucionales en particulares vinculados 
temporalmente sin ninguna garantía laboral o prestacional. 
 
Los anteriores porcentajes se obtienen asumiendo que el total de empleos 
públicos corresponde al 100%, y mediante el uso de la regla de tres simple, se 
determina a qué porcentaje asciende la cantidad de contratistas por prestación 
de servicios en la respectiva anualidad. 
 
Como conclusión al respecto, para las anualidades 2014, 2015 y 2016 la 
cantidad de contratistas por prestación de servicios del Municipio de Pereira 
ha superado más de 4.23 veces la cantidad de empleos viabilizados en la 
respectiva planta de cargos, de modo que la administración municipal adolece 
de personal suficiente para cubrir cabalmente las competencias que los 
manuales de funciones le asignan, pudiendo generar dilación o interrupción en 
los procesos y respuestas oportunas, al mismo tiempo que puede crear otro 
tipo de responsabilidades desde lo administrativo, disciplinario, fiscal, etc. 
 
6.2.  ANÁLISIS JURÍDICO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PERSONALES, 
PROFESIONALES Y DE APOYO EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 
Si bien es cierto el Estado sostiene un sistema de contratación pública, siendo 
una de las actividades más importantes para el buen funcionamiento, la 
satisfacción de necesidades y la suministración de bienes y servicios a la 
sociedad, garantiza que las entidades se encuentren funcionando de manera 
correcta, por lo que se han expedido normas que establecen la relación laboral 
entre el particular y la administración, normas que serán objeto de estudio y 
análisis en el presente aparte. 
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Ahora bien, la Ley 80 de 1993, por la cual se expide el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, hace referencia al contrato de 
prestación de servicios y su conceptualización: 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las 
entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo 
podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas 
actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran 
conocimiento especializados. 
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni 
prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente 
indispensable (art. 32, num. 3) (subrayado fuera de texto). 
Esta naturaleza contractual se manifiesta en el momento que la administración 
requiere de más personal para cumplir con la mano de obra necesaria, en 
ocasión a que el personal que tiene vinculado a través de contrato de trabajo 
no es suficiente para suplir sus necesidades o atender las actividades 
propuestas para el buen funcionamiento de la empresa o la prestación del 
servicio, teniendo en cuenta que la misma norma asevera que no existe 
relación laboral para la entidad que ha contratado.  
Igualmente, el Decreto 1082 de 2015 menciona la contratación por prestación 
de servicios profesionales: 
Artículo 2.2.1.2.1.4.9. Contratos de prestación de servicios 
profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de 
trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a 
determinadas personas naturales. Las Entidades Estatales pueden 
contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de 
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servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona 
natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del 
contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o 
experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate. En 
este caso, no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido 
previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe 
dejar constancia escrita (subrayado fuera de texto). 
La modalidad de contratación directa hace relación a la necesidad del contrato, 
y no por la naturaleza del mismo; las causales para firmar bajo contratación 
directa deben estar expresamente mencionadas en la norma y justificadas 
ampliamente por la entidad que quiere contratar, en donde debe establecer 
específicamente el gasto presupuestal y las razones del por qué es necesario 
invertir en el contrato, lo anterior debido a que este tipo de acuerdos no son 
revisados por la necesidad de cumplir con las actividades y la premura que 
esto implica.  
Las causales por las que se fundamenta la contratación directa hacen relación 
a la urgencia manifiesta, contratos interadministrativos, bienes y servicios que 
requieran reserva para su adquisición, contrato de empréstito y otras 
disposiciones que se encuentran expresamente en las Leyes 1150 de 2007 y 
1454 de 2011, y en los Decretos 2516 de 2011 y 2474 de 2008. 
De las normas citadas se puede evidenciar igualmente que el contrato por 
prestación del servicio es una modalidad en donde la administración pública y 
sus entidades tienen la facultad y la competencia para celebrar contratos de 
estas características con personas naturales, cuando las actividades que se 
necesitan para cumplir con el funcionamiento no pueden ser ejercidas por 
trabajadores que suscribieron contrato de trabajo, entiéndase de planta, o 





Además, se hace necesario mencionar que la responsabilidad y el 
cumplimiento por parte del contratista que celebró el contrato de prestación de 
servicios, bien sea profesionales o de apoyo, deben estar determinadas en las 
cláusulas del contrato que suscribió la Administración y el particular, donde se 
debe aclarar el objeto y las obligaciones que susciten de la relación contractual 
para cada una de las partes firmantes, así como las actividades que se 
pretender desarrollar, el término de ejecución de las mismas y los informes de 
cumplimiento de la gestión. 
Es por lo anterior que a la luz del artículo 32 del Estatuto de Contratación 
Estatal (1993), y de conformidad con el principio de autonomía de la voluntad, 
las partes adquieren la facultad y competencia libre de convenir cláusulas y 
estipulaciones escritas en el contrato, teniendo en cuenta sus necesidades y 
la conveniencia. 
En igual sentido, la Corte Constitucional (1997) se pronunció respecto al 
contrato de prestación de servicios, modalidad de vinculación, y en qué difiere 
el contrato de consultoría.  
Sobre el contrato de prestación de servicios la Corte Constitucional (1996) 
afirma que es un “contrato con el Estado a través del cual se vincula una 
persona natural en forma excepcional, para suplir actividades o labores 
relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, o para 
desarrollar actividades especializadas que no puede asumir el personal de 
planta” (Sentencia C-326). 
Como se ha mencionado en repetidas ocasiones, el contrato de prestación de 
servicios suple la necesidad de contratar personal calificado que puede cumplir 
con las actividades para el funcionamiento de la entidad estatal.  
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Respecto a la modalidad de vinculación, la Corte Constitucional (1997) 
enfatiza que “el Estado está en la obligación de seleccionar aquellas personas 
naturales que acrediten las mejores condiciones profesionales, éticas y 
morales, lo que hace indispensable que cuente con instrumentos técnicos 
eficaces para el efecto, bajo el formato único de hoja de vida” (Sentencia C-
326). 
El formato único de hoja de vida se utiliza como modalidad de vinculación tanto 
para contratistas como para servidores públicos, toda vez que al utilizar la 
misma metodología establece un sistema de selección, independiente que los 
contratistas no sean servidores públicos, teniendo en cuenta que celebrar el 
contrato de prestación de servicios no desvirtúa la condición que tiene como 
contratista.  
Por último, se hace necesario exponer la diferencia entre el contrato de 
prestación de servicios y de consultoría, ya que en la misma sentencia la Corte 
Constitucional (1997) ha mencionado que: 
Los elementos constitutivos del contrato de consultoría, permite 
concluir que existen diferencias sustanciales con el contrato de 
prestación de servicios, que habilitan al legislador para darles a 
quienes los suscriben un tratamiento también distinto (Sentencia C-
326). 
Lo anterior hace relación a que los contratos de consultoría pueden celebrarse 
con personas naturales y jurídicas, a diferencia del contrato de prestación de 
servicios, que solo puede celebrarse con personas naturales, por lo que 
cuando una entidad suscribe contratos de consultoría no siempre la naturaleza 
del mismo tiene que ver con el objeto de la entidad o con su funcionamiento.  
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Aunado al análisis normativo anterior respecto de la contratación mediante 
prestación de servicios personales, profesionales y de apoyo, es menester 
aseverar que quienes celebren el contrato de esta modalidad no son 
servidores públicos, toda vez que la Carta Política (1991) los define de la 
siguiente manera: 
Artículo 123. Son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de 
sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; 
ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley 
y el reglamento.  
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio. 
Es por tal motivo que los servidores públicos son aquellos que hacen parte de 
corporaciones públicas, empleados y trabajadores de la Administración, 
teniendo en cuenta que los particulares también pueden desempeñar 
funciones públicas de manera temporal, y el régimen que se le aplica se 
determina según lo estipule la ley. 
Por consiguiente, se puede afirmar que, para adquirir la calidad de servidor 
público, debe mantener una relación laboral con la administración, la cual 
estará bajo completa subordinación y continua dependencia mientras ejerza 
funciones públicas a una entidad del Estado, teniendo en cuenta el cargo para 




Por el contrario, respecto a la vinculación de particulares mediante contrato de 
prestación de servicios, la Ley 1150 de 2007 señala:  
Artículo 2°. De las modalidades de selección. La escogencia del 
contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de 
licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y 
contratación directa, con base en las siguientes reglas: 
(…) 4. Contratación directa. La modalidad de selección de 
contratación directa, solamente procederá en los siguientes casos: 
(…) h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la 
gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan 
encomendarse a determinadas personas naturales; (…). 
En la norma anterior se infiere que los particulares, mediante el contrato de 
prestación de servicios, pueden desarrollar actividades que tengan relación 
con el funcionamiento o la administración de la entidad estatal, sin embargo, 
no adquieren la calidad de servidor público debido a las razones expuestas 
con anterioridad.  
No obstante, es relevante citar el concepto emitido por el Consejo de Estado 
(2001), quien señaló que:  
La vinculación jurídica derivada del contrato de prestación de servicios 
es diferente de la que emana de la relación laboral de origen 
contractual con los trabajadores oficiales. En efecto, el de prestación 
se refiere a actividades relacionadas con la administración y 
funcionamiento de la entidad; el contratista es autónomo para ejecutar 
el contrato; no se causan prestaciones sociales y no responde 
disciplinariamente –Sentencia C-280/96–, mientras que el trabajador 
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oficial, en su orden, labora en la construcción y sostenimiento de obras 
públicas o está vinculado a una empresa industrial o comercial del 
Estado; está, por esencia, subordinado a la administración; las 
prestaciones sociales le son consustanciales y responde 
disciplinariamente.  
Así, se tiene como precepto que los particulares que colaboran con la 
administración mediante contrato de prestación de servicios, o cualquier otro 
que no resulte de una relación laboral, no están inmersos en el contexto de la 
función pública, por lo tanto, tampoco obtienen la calidad de funcionario 
público.  
Por otro lado, y teniendo en cuenta la responsabilidad en materia penal del 
servidor público o particular, la Corte Suprema de Justicia (2010), expreso: 
El particular que contrata con la administración pública se compromete 
a ejecutar una labor o una prestación conforme al objeto del contrato 
y en virtud de ese convenio, de conformidad con los artículos 123- 3 y 
210-2 de la C. P., puede ejercer funciones públicas temporalmente o 
en forma permanente, siendo la naturaleza de esa función la que 
permite determinar si puede por extensión asimilarse a un servidor 
público para efectos penales, ejemplo de tales eventualidades son las 
concesiones, la administración delegada o el manejo de bienes o 
recursos públicos. 
Lo anterior aduce que la responsabilidad penal de los particulares con los que 
la Administración ha celebrado contratos debe ser igual a la de los miembros 
que pertenezcan a las corporaciones públicas o trabajadores al servicio de 
entidades descentralizadas, puesto que dicha responsabilidad no se puede 
derivar de la calidad del actor de la comisión del delito, sino de la función que 
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ejerció, teniendo en cuenta que su finalidad era del interés de la administración 
o particular.  
Sin embargo, se debe entender que los contratistas que no ostentan ser 
servidor público, sino de particulares, no pierden su calidad, toda vez que su 
vinculación con la Administración estatal no les confiere investidura pública; 
aunque por el contrato les fue asignadas competencias para realizar 
actividades o funciones públicas, esto no los convierte en servidores públicos.  
En ese orden de ideas, el contratista como particular adquiere la aptitud de 
colaborador o instrumento de la Administración, pero no en un depositario o 
delegatorio de funciones públicas.  
Por último, cabe mencionar que los particulares que celebren contratos de 
prestación de servicios con la Administración y que ejerzan funciones públicas 
deben cumplir las actividades encomendadas de manera temporal, motivo por 
el cual la Corte Constitucional (2009) se pronunció sobre el tiempo de los 
contratos de prestación de servicios, y prohíbe a la Administración pública 
celebrar contratos de prestación de servicios cuando el objeto contractual sea 
ejercer funciones públicas de manera permanente, teniendo en cuenta que:  
Constituye una medida de protección a la relación laboral, ya que no 
sólo impide que se oculten verdaderas relaciones laborales, sino 
también que se desnaturalice la contratación estatal, pues el contrato 
de prestación de servicios es una modalidad de trabajo con el Estado 
de tipo excepcional (Sentencia C-614). 
Por tal motivo la modalidad del contrato en cuestión es tenido en cuenta como 
un instrumento que facilita la atención de actividades ocasionales, aquellas 
que no pertenecen al funcionamiento cotidiano de la Administración, o que sea 
necesaria la actuación de un sujeto con conocimientos especializados , siendo 
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funciones cotidianas, estas no puedan ser ejecutadas por trabajadores que 
tengan relación laboral con la entidad, o de planta, quienes son los contratados 
para realizar las funciones diarias que se presentan en la entidad estatal.  
Además, y a modo de conclusión del presente acápite, es pertinente resaltar 
y exponer el objeto de la relación laboral con el Estado, la cual puede surgir 
de una relación legal o de un contrato laboral, prevaleciendo el criterio material 
frente al formal, lo que significa que, independientemente del nombre que le 
den la Administración y el particular, se tiene en cuenta la realidad más que lo 
formal, entendiendo si existe o no completa subordinación, prestación de 
servicios personales y contraprestación económica.  
Se hace necesario también mencionar que la Ley 1952 de 2019 (por la cual se 
expide el Código General Disciplinario, se derogan la Ley 734 de 2002 y 
algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
disciplinario), prevé dentro de las Faltas relacionadas con la Contratación 
Pública:  
1. Celebrar contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea el 
cumplimiento de funciones públicas o administrativas requieran 
dedicación tiempo completo e impliquen subordinación y ausencia de 
autonomía respecto del contratista, salvo excepciones legales (art. 54, 
num 1). 
Para justificar la contratación de prestación de servicios personales la 
administración municipal de Pereira, se sustenta en el Decreto 2209 de 1998 





Artículo 1º. El artículo 3 del Decreto 1737 de 1998 quedará así:  
 
Artículo 3º. Los contratos de prestación de servicios con personas 
naturales o jurídicas, sólo se podrán celebrar cuando no exista 
personal de planta con capacidad para realizar las actividades que se 
contratarán. 
 
Se entiende que no existe personal de planta en el respectivo 
organismo, entidad, ente público o persona jurídica, es imposible 
atender la actividad con personal de planta, porque: de acuerdo con 
los manuales específicos, no existe personal que pueda desarrollar la 
actividad para la cual se requiere contratar la prestación del servicio, 
o cuando el desarrollo de la actividad requiere un grado de 
especialización que implica la contratación del servicio, o cuando aun 
existiendo personal en la planta, éste no sea suficiente. 
 
La inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el 
jefe del respectivo organismo (…) (subrayas propias). 
 
Pese a lo anterior, en el Municipio de Pereira el jefe del organismo nunca firma 
las constancias de insuficiencia de personal capacitado, inexistencia de 
personal que pueda desarrollar la actividad o que esta requiera un grado de 
especialización, ya que dicho documento siempre lo genera la oficina de 
Administración de Talento Humano, sin que haya prueba sumaria de la falta 
de idoneidad del personal de planta. 
Así mismo el Decreto 2209 de 1998:  
 




Artículo 4º. Está prohibido el pacto de remuneración para pago de 
servicios personales calificados con personas naturales, o jurídicas, 
encaminados a la prestación de servicios en forma continua para 
atender asuntos propios de la respectiva entidad, por valor mensual 
superior a la remuneración total mensual establecida para el jefe de la 
entidad (…). 
 
La cantidad de contratistas al servicio del Estado en el Municipio de Pereira, 
en las anualidades 2014, 2015 y 2016, denota que las actividades para las 
cuales se han venido contratando, independiente de la persona que las 
ejecute, se han vuelto actividades rutinarias, y por ende necesarias y 
continuas, sin que se evidencie que los entes de control hayan tomado cartas 
en el asunto. 
6.3. INCIDENCIA O AFECTACIÓN DE LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PARA EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS COMPETENCIAS CONSTITUCIONALES, LEGALES O 
REGLAMENTARIAS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL MUNICIPIO DE 
PEREIRA 
Como se dijo anteriormente, el Estado tiene el objetivo principal de brindar a 
los individuos que habiten el territorio Nacional un entorno apropiado para su 
realización como ser humano en los aspectos, sociales, económicos y legales, 
siendo desde allí entonces que se habla de las tres funciones principales:  
a) Función legislativa. Encargada de dictar las normas que regirán el 
comportamiento de los individuos dentro de una sociedad. 
 
b) Función gubernamental. Encargada de poner en ejecución el conjunto 
de normas aprobadas por el Congreso, bajo las cuales se desarrollará 




c) Función judicial. Encargada de manejar el derecho, es decir, se 
encarga de dirimir los conflictos que se presenten entre individuos, o 
entre particulares y el Estado.  
 
Entre la función gubernativa se encuentra la administración de los recursos 
que tiene el Estado, la cual recae sobre los funcionarios que desarrollen tareas 
encaminadas a la administración, En este sentido, indica la Carta Magna 
(1991): 
 
No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o 
reglamento y para proveer los de carácter remunerado se requiere que 
estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus 
emolumentos en el presupuesto correspondiente. Ningún servidor 
público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y 
defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben. 
Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o cuando 
autoridad competente se lo solicite deberá declarar, bajo juramento, el 
monto de sus bienes y rentas. Dicha declaración sólo podrá ser 
utilizada para los fines y propósitos de la aplicación de las normas del 
servidor público. Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca 
la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección 
popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni 
celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el 
Estado, quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la 
Comisión de Delitos que afecten el patrimonio del Estado. Tampoco 
quien haya dado lugar, como servidor público, con su conducta dolosa 
o gravemente culposa, así calificada por sentencia judicial 
ejecutoriada, a que el Estado sea condenado a una reparación 
patrimonial, salvo que asuma con cargo a su patrimonio el valor del 




Así mismo, MONTAÑA P. (2015) expresa que: “la administración pública es la 
parte del Estado que de manera más decidida debe dar desarrollo a esta nueva 
forma de concebirlo pues es, por excelencia, la parte de este que interactúa 
con la comunidad” (pp. 80-81). 
 
Es así como se encuentra que el Estado, con la necesidad de cumplir con las 
actividades propias de la administración pública, cuenta con el apoyo de 
personal contratado para suplir las actividades que se demandan por 
necesidad del servicio, de donde se desprende la figura de servidor público; 
ahora bien, con el ánimo de continuar con el desarrollo de este capítulo se 
procede a relacionar las normas legales que ha proferido la normatividad 
colombiana con el fin de regular el servicio civil. 
 
En este sentido, iniciándose en el año 1992 con la promulgación de la Ley 27, 
perpetúa en 1998 con la Ley 443, y finalizándose en el año 2004 con la 
expedición de la Ley 909, denominada de “Empleo público, carrera 
administrativa y gerencia pública”.  
 
De manera concomitante se evidenció el desarrollo de las diferentes entidades 
públicas del Gobierno Nacional. De manera simultánea es sancionada por el 
Presidente de la República la legislación relacionada con el empleo público y 
el servicio civil, la Ley 50 de 1990, Decreto 1660 de 1991, Ley 80 de 1993, Ley 
188 de 1995, Decreto 1660 de 1997, Decreto 2913 de 1997, Decreto 1268 de 
1998, Ley 489 de 1998, Ley 508 1999, Ley 790 de 2002, Ley 812 de 2003, Ley 
1033 de 2006, Ley 1151 de 2007, Ley 21 de 2008, y Acto Legislativo 01 de 
2008.  
 
En cuanto a la contratación pública bajo la prestación de servicios 
profesionales y de apoyo a la gestión, son regulados por la Ley 80, Por la cual 
se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública 
(CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 1993), siendo una modalidad de 
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contratación estatal, como ya se había mencionado. Dichos contratos son 
celebrados con personas naturales o jurídicas, con el objetivo de realizar 
actividades encaminadas a servir a la administración pública, en el evento en 
el cual los funcionarios no cubran las necesidades operacionales que se 
requieran para el desarrollo de las actividades, o según la necesidad del 
servicio.  
 
Esta modalidad se encuentra establecida en el artículo 32 de la Ley 80 
(CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 1993), la cual establece que:  
 
Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de 
obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 
estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones 
especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, 
así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación. 
 
De igual manera, cabe mencionar el numeral tercero del mismo artículo 32 de 
la Ley 80 (CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 1993), el cual denomina 
la prestación de servicios de manera textual:  
 
Son contratos de prestación de servicios los que celebren las 
entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo 
podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas 
actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran 
conocimientos especializados. 
 
El uso de esta figura contractual surge de la necesidad de facilitar el servicio a 
la ciudadanía, sin embargo se debe tener en cuenta las consecuencias que 
esta presenta, en el entendido que las autoridades gubernamentales han 
adoptado dicho mecanismo con ocasión a la demanda de usuarios de los 
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servicios de la administración pública; se hace necesario mencionar que este 
tipo de contratación, si bien está dirigida a la descongestión, ha ocasionado un 
debilitamiento en el empleo de carrera, pues se paralizó la contratación, 
incluso modificando e implementando nueva legislación frente a la regulación 
del empleo público y todo lo relacionado con los vínculos laborales. Así mismo 
se incentivan los programas de retiro voluntario, se presentaron jubilaciones 
anticipadas limitando las contrataciones en provisionalidad, todo esto siendo 
suplido a través de las contrataciones de profesionales a través del contrato 
de prestación de servicios, el cual es regulado por la normatividad en materia 
civil, llevando la contratación casi que, a la privatización, y al sector privado.  
 
Con esta práctica contractual repetitiva incluso se podrían evidenciar la 
existencia de nóminas paralelas en la administración pública, con ocasión de 
que la existencia de un gran número de contratistas y empleados temporales, 
quienes terminan supliendo las actividades de los empleados de carrera. 
 
Ahora bien, si es cierto que el contratista vinculado posee salarios más 
representativos aparentemente, este lo que está haciendo es favorecer al 
Estado en cuanto a los gastos nominales que se debieran manejar, dejando 
de lado así la obligación del empleador de realizar el pago de prestaciones 
sociales a que diera lugar una relación laboral, además exponiendo a los 
contratistas a la inestabilidad laboral presente, donde se encuentran 
vulnerables al no existir protección alguna contra los despidos arbitrarios, ya 
que no cuentan con convenciones colectivas o estatutos que los amparen. 
 
A modo de conclusión, se podría decir que este tipo de contratación llevaría a 
la desburocratización de la administración pública en Colombia, con ocasión a 
que este tipo de contratación se prestaría para que en las entidades públicas 
con naturaleza política se permitiera la escogencia a dedo, o por amiguismo, 
de los administradores del recurso, quienes podrían ejercer poder sobre los 
contratistas, e incluso prestarse la situación para la implementación de 
56 
 
políticas de control de los entes gubernamentales, donde se beneficiarían los 
dirigentes políticos, situación que se vería limitada con los empleados de 
carrera, quienes por la estabilidad laboral que los favorece y que han ganado 
por mérito, no estarían expuestos a coerción por parte de los grupos políticos.  
 
En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones 
sociales, y se celebrarán por un término estrictamente indispensable. Sin 
embargo, se hace necesario ver cómo la jurisprudencia ha indagado sobre el 
caso, encontrando que el Consejo de Estado (2012) determina:  
 
(…) que el contrato de prestación de servicios no puede constituirse 
en un instrumento para desconocer los derechos laborales, razón por 
la cual es dable acudir a los principios constitucionales del artículo 53 
de la C.P., que contempla la primacía de la realidad sobre las 
formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales y 
la irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en las 
normas, con la finalidad de exigir la especial protección en igualdad de 
condiciones a quienes realizan la misma función pero en calidad de 
servidores públicos”  
 
Así mismo, se encuentra el Consejo de Estado (2019) preceptúa acerca de la 
contratación estatal, bajo la modalidad de prestación de servicios frente a la 
contratación que celebran los trabajadores de planta:  
 
Según cifras del Ministerio del Trabajo, por cada 100 empleados de 
planta, en las entidades territoriales hay 107 por el sistema de 
contratación de servicios. La cifra refleja una actitud de 
aprovechamiento y de utilización del presupuesto público y falta de 
claridad en las funciones y necesidades de las entidades públicas 
territoriales y nacionales. El personal que requiere una entidad para 
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cumplir con el servicio que le ha sido asignado debería tener una 
planta de personal estable, acorde con su misión y no sometida a 
intereses de turno. 
 
Ahora, se procede a enfatizar respecto del periodo que se tamizó en esta 
investigación. Inicialmente se debe mencionar que se solicitó a la 
Administración del Municipio un reporte de la contratación realizada en la 
modalidad de prestación de servicios profesionales, y la contratación laboral 
directa, en el entre el segundo semestre del año 2014 y el primer semestre del 
año 2016, tiempo elegido y caracterizado principalmente por el cambio en la 
administración en la Alcaldía. 
 
Con el análisis de los datos encontrados y discriminados en el apartado dos 
de esta obra, se pudo connotar que para el municipio pereirano dicha situación 
no fue disímil, debido a que también se ha acogido lo reglamentado en el 
artículo 32 de la Ley 8ª de 1993, e implementando normatividad para regular 
la contratación en el municipio. 
 
Dicha normativa aduce el Manual de contratación y supervisión del año 2005, 
argumentando el desarrollo de la función administrativa que se da por interés 
general de la ciudadanía, aplicando las normas y principios fundados bajo la 
Carta de Colombia, trayendo consigo requisitos para aspirar como contratista 
de prestación de servicios, entre los cuales está educación y formación de los 
aspirantes con el fin de evidenciar si son idóneos, conocen y tiene experiencia 
para vincularlo a la administración, así: 
 
Requisitos de educación, formación de contratistas. Cuando se 
contrate personal para prestación de servicios profesionales o de 
apoyo a la gestión con personas naturales se debe llenar el formato 
de requisitos de educación y formación de contratistas según la 
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matriz que utiliza la Entidad la cual hará parte de la carpeta del contrato 
(CONTRALORÍA MUNICIPAL DE PEREIRA, 2015, p. 5). 
 
Por otra parte, se destacan dos características entre las dos clasificaciones de 
contratación que se presentan en el municipio, encontrando que si bien se 
encuentra que las personas que son contratadas a través del contrato de 
prestación de servicios deben cumplir con requisitos dirigidos hacia la 
formación académica, antecedentes y experiencia para acceder a la 
vinculación a la administración pública, destacándolos como personal idóneo 
para el desarrollo de su objeto contractual, quienes se encuentran en la 
obligación de cumplir con los alcances que estipula su contrato, sin ser 
subordinados al cumplimiento de horarios o tareas diferentes para las cuales 
fue contratado, en este sentido se encuentra que su responsabilidad se encara 
de manera civil en los eventos en los cuales la Administración se vea afectada 
por acciones u omisiones de parte del contratista, que vayan en contra de la 
integridad del mismo Estado.  
 
Ahora bien, frente a la responsabilidad de los servidores públicos por el trabajo 
desarrollado, y siguiendo los parámetros de la Carta Iberoamericana, la Ley 
909 de 2004, norma que regula el empleo público, la carrera administrativa, 
gerencia pública y se dictan otras disposiciones, se encuentran dos aspectos 
fundamentales:  
 
En primer lugar, se da a través de la valoración del desempeño laboral de los 
empleados, el cual deberá ser evaluado y calificado con base en parámetros 
previamente establecidos. La evaluación de desempeño, correlacionada con 
los resultados institucionales, brindan la posibilidad de diseñar sus propios 
instrumentos de evaluación, por objetivos, 360°, etc. Así mismo se encuentra 
la práctica de evaluaciones semestralizadas que llevan a perpetuar la 
continuidad del seguimiento en la gestión, cumpliendo como fin principal 
acceder a estímulos como el ascenso, y por otra parte permitir la 
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implementación de programas o estrategias para mejorar las competencias 
laborales, de esta manera permitirán establecer mecanismos de gestión a los 
administradores públicos.  
 
También se encuentra que la aplicación de la Ley 1952 de 2019 (Codigo 
General Disciplinario), norma que al derogar la Ley 734 de 2002, también deja 
sin piso algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el 
derecho disciplinario. 
 
En Colombia desde el año 1995 las normas disciplinarias se desligaron del 
régimen general de administración de personal, contándose hoy con un 
Código Único que regula los deberes, prohibiciones, derechos, inhabilidades, 
incompatibilidades y obligaciones de todo servidor público, así como el 
procedimiento que busca garantizar el debido proceso en la actuación 
disciplinaria a través de la tipificación de las conductas y de las sanciones.  
 
Se encuentra entonces que si bien en la Alcaldía de Pereira durante los tres 
periodos evaluados se mantuvo la misma cantidad de empleados de planta, la 
cual ascendió a 684 trabajadores, se evidenció un porcentaje de más del 400% 
de personas contratadas para cubrir las necesidades del servicio, abriendo 
una brecha significativa que permite incluso la existencia de otros procesos de 
investigación con el fin de determinar cuáles son las razones para que se diera 
este fenómeno: ¿acaso los empleados de carrera no cumplen con los perfiles 
profesionales para los cargos y las funciones que requiere la administración 
pública? o ¿acaso se trata de un tema más allá de políticas de contratación, 







Tabla 3. Proporción de contratos celebrados en el periodo 
comprendido entre los años 2014-1 y 2016-1 
 







 Contrato civil de 
prestación de 
servicios 
3.815 85% 4.148 86% 3.013 81% 







Fuente: Datos suministrados por la Administración Municipal de Pereira, 
elaboración propia. 
 
Los anteriores porcentajes se obtienen asumiendo que el total de empleos 
públicos corresponde al 100%, y mediante el uso de la regla de tres simple, se 
determina a qué porcentaje asciende la cantidad de contratistas por prestación 
de servicios en la respectiva anualidad. 
 
Sin embargo, dando la dirección pertinente a la que se refiere esta 
investigación, se evidencia cómo el personal de carrera no suple la necesidad 
del servicio, razón por la cual se ve la implementación de la contratación civil 
o prestación de servicios para cubrir las deficiencias en el personal, las cuales 
deberían resolverse a través de una caracterización del personal vinculado. 
Así mismo, cabe resaltar que este hecho lleva a que se presente un riesgo por 
parte de la Administración en cuanto a soportar la responsabilidad del 
contratista en calidad de representantes del municipio, sin embargo, esto 
conlleva al favorecimiento financiero del presupuesto de la administración, ya 
que como se dijo anteriormente, la existencia de una nómina de empleados de 
planta y una paralela de contratos de prestación de servicios supera cuatro 
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veces el número de personas vinculadas por contrato laboral, reduce los 
gastos de la oficina de gestión humana.  
 
Figura 2. Porcentaje de contratos laborales y contratos de prestación de 
servicios profesionales del municipio de Pereira 2014-1 al 2016-1 
 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
El Estado tiene la obligación de organizar la prestación de los servicios a su 
cargo, mediante la creación de las entidades y dependencias que se requiera 
para la adecuada e ininterrumpida prestación de sus servicios, materializando 
las normas expedidas por el poder legislativo en actos de ejecución 
supeditadas a los controles de la rama judicial y los entes de control.  
 
Esta obligación argumenta también la necesidad de disponer los recursos 
necesarios para garantizar la oportuna continuidad del servicio público, dentro 
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de dichos recursos el más importante es el recurso humano, de modo que las 
plantas de personal deben contar con las personas suficientes en cantidad e 
idóneas en calidad (formación y experiencia) para resolver los tópicos de la 
administración, sin dejar las funciones del estamento en manos de particulares 
(contratistas al servicio del Estado), que no garantizan que los procesos se 
desarrollen en el tiempo estimado por aquello del proceso precontractual, de 
ejecución contractual y post-contractual, sumado al hecho de que con ello se 
genera para los contratistas una estabilidad precaria o difusa, el 
desconocimiento de derechos laborales y la configuración de contrato realidad, 
cuyas expensas le corresponde pagar a la comunidad por medio de los 
impuestos. 
 
Cuando el Estado y sus administradores pretenden desconocer las 
responsabilidades que implica una “nómina paralela” de contratistas a la planta 
de personal, genera incurrir en actos de corrupción, así como las 
consecuencias jurídicas que por acción, omisión o extralimitación se puedan 
presentar, porque básicamente los asuntos del Estado se encuentran en 






La Ley 617 de 2001 obligó a las entidades del Estado a disminuir gradualmente 
los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales, hasta no superar 
el 65% de su presupuesto de recursos propios, lo cual conllevó a la supresión 
de empleos para reducir la carga prestacional que generaban las plantas de 
empleos de las organizaciones del Estado, sin tener en cuenta que los 
municipios o alcaldías, día tras día, cumplen muchas y más complejas 
funciones del ejecutivo, donde ha hecho carrera, atender las funciones 
mediante la figura de contratación de prestación de servicios personales, 
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mismos que al ser financiados con recursos de inversión otorgan 
discrecionalidad al ordenador del gasto para escoger dentro de sus 
simpatizantes, sin que medie mérito, los particulares al servicio del Estado que 
han de cumplir sus tareas. 
 
La modalidad de contrato en cuestión es tenido en cuenta como instrumento 
que facilita la atención de actividades ocasionales, aquellas que no pertenecen 
al funcionamiento cotidiano de la Administración, sea necesaria la actuación 
de un sujeto con conocimientos especializados, o que siendo funciones 
cotidianas estas no puedan ser ejecutadas por personas que no tengan 
relación laboral con la entidad, o de planta, quienes son los contratados para 
realizar las funciones misionales rutinarias que se presentan en la entidad 
estatal, siendo pertinente resaltar y exponer el objeto de la relación laboral con 
el Estado, la cual puede surgir de una relación legal o de un contrato realidad, 
prevaleciendo el criterio material frente al formal, lo que significa que, 
independientemente el nombre que le den la Administración y el particular, se 
tiene en cuenta la realidad más que lo formal, entendiendo si existe o no 
completa subordinación, prestación de servicios personales y contraprestación 
económica.  
Así mismo, cabe resaltar que este hecho lleva a que se presente un riesgo por 
parte de la Administración en cuanto a soportar la responsabilidad del 
contratista en calidad de representantes del municipio.  
 
Para las anualidades 2014, 2015 y 2016 la cantidad de contratistas por 
prestación de servicios del Municipio de Pereira ha superado más de 4.23 
veces la cantidad de empleos viabilizados en la respectiva planta de cargos, 
de modo que la administración municipal adolece de personal suficiente para 
cubrir cabalmente las competencias que las normas les asignan, derivado de 
que en virtud al proceso de reforma administrativa de 2006 el municipio de 
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Pereira adopta la delegación de la contratación de prestación de servicios en 
cada uno de los Secretarios de despacho de las diferentes dependencias, 
restringiendo a la Secretaría Jurídica y su dirección de asuntos contractuales 
solo el establecimiento de las directrices en materia contractual, más la 
responsabilidad quedó a cargo de cada líder de despacho, sin embargo la 
delegación no es eximente de responsabilidades por acción, omisión o 
extralimitación en el ejercicio del ordenador del gasto. 
 
El municipio de Pereira siempre ha contado con una nómina paralela de 
contratistas al servicio del Estado que fungen actividades y funciones propias 
de las dependencias y empleos públicos en una relación del 558.18% para 
2014, 604.66% para 2015 y 423.24% para 2016, lo que denota que la planta 
de personal viabilizada y paga con recursos propios, es insuficiente para el 
cubrimiento de las competencias de la administración, y se desdibuja la 
hegemonía de la administración municipal en manos de servidores públicos, y 
la responsabilidad del Estado al encargar misiones institucionales en 
particulares vinculados temporalmente sin ninguna garantía laboral o 
prestacional, afectando la prestación efectiva y continua del servicio al 
generarse dilación o interrupción en los procesos y respuestas oportunas, al 
mismo tiempo que puede generar otro tipo de responsabilidades desde lo 
administrativo, disciplinario, fiscal, etc., abriendo una brecha significativa que 
permite incluso la existencia de otros procesos de investigación, con el fin de 
determinar cuáles son las razones para que se diera y persista este fenómeno, 
surgiendo las siguientes inquietudes: ¿Acaso los empleados de carrera no 
cumplen con los perfiles profesionales para los cargos y las funciones que 
requiere la administración pública? ¿Acaso se trata de un tema más allá de 
políticas de contratación, que lleven a la austeridad enfocada directamente al 
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